Partes: D.E.G. c/ D.N.s s/ ordinario

Tribunal: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial

Sala/Juzgado: F

Fallo:

En Buenos Aires a los dieciocho días del mes de abril de dos mil trece, reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos fueron traídos para conocer los autos D.E.G. C/ D.N. sobre ORDINARIO (expediente N° 70.660/09; Com. 9 Sec. 17; causa 101.621) en los que al practicarse la desinsaculación que ordena el artículo 268  del Código Procesal Civ il y Comercial de la Nación resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Ojea Quintana, Tevez y Barreiro 

Estudiados los autos la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es arreglada a derecho sentencia apelada de fs. 212/216? 

El Dr. Juan Manuel Ojea Quintana dice: 

I.- La causa 

1. Se presentó en fs. 376/379, por intermedio de apoderamiento judicial, E.G.D. promoviendo demanda por rendición de cuentas contra N.D.. 

Explicó que se desempeña en el rubro de industrialización, fabricación, transformación, confección de envases y bolsas plásticas desde hace más de 40 años. Destacó que en el año 2005 decidió compartir el trabajo con su único hijo, N. a quien incluyó en la administración del negocio y a ese fin le propuso constituir una sociedad de responsabilidad limitada, en la que participaría con el 10% de las cuotas sociales. Agregó que, en consecuencia el 22.9.2005, suscribieron el contrato social de Tecnoplas S.R.L. con participación del 10% del Sr. ND y el 90% restante perteneciente a EGD .Designaron, en ese mismo contrato, la sede social y al demandado como gerente de la sociedad, quien aceptó el cargo y se comprometió a actuar en la forma determinada en la cláusula quinta. 

Señaló que pese a haber asumido ese compromiso, nunca cumplió en debida forma con sus obligaciones y, menos aún, con las cláusulas quinta y sexta del contrato -aprobación de ejercicio fiscal y/o los estados contables-, específicamente, indicó que no distribuyó los ingresos de la empresa, salario y/o retiros de su mandante. Agregó que comenzó a notar un deterioro en la calidad del trabajo y que tiene dudas en punto al cumplimiento de las cargas impositivas de la empresa. 

Mencionó que la situación con su hijo se volvió intolerable, con malos tratos y que lo llevó a formular una denuncia policial. Indicó que ante el total desconocimiento del estado de la sociedad, intimó a su socio el 25.9.2008 mediante carta documento a fin de que le entregue copia del contrato social. Al no obtener respuesta, el 10.3.2009, solicitó al accionado que le rindiera cuentas de la gestión, pusiera a su disposición los libros de la sociedad y las constancias de los pagos de las cargas fiscales e impositivas. Destacó que el demandado le contestó mediante la carta documento enviada el 11.3.2009, en la que ofreció exhibirle la totalidad de la documentación contable de la sociedad; sin embargo, según relató, nunca cumplió con ese compromiso. En ese sentido, resaltó que dejo constancia en un acta labrada el día en que el demandado indicó que podría consultar la documentación, que no estaba el contador ni los libros de la sociedad. 

Requirió que como medida preventiva se ordene la entrega de la administración de la sociedad a su parte quien, además, posee el 90% de las cuotas sociales. Solicitó, también, la entrega de las llaves donde funciona la empresa. 

Fundó en derecho y ofreció prueba. 

2. Corrido el traslado del escrito de inicio se presentó el Sr. N.D. en fs.391/398, opuso excepciones respecto de la acción entablada en su contra y supletoriamente contestó demanda.

Interpuso excepción de falta de legitimación para obrar del actor por considerar que al tratarse de una sociedad de responsabilidad limitada, solo debió rendir cuentas frente al órgano societario conformado por la reunión de socios, quienes pueden aprobarlo o desaprobarlo, mas no a pedido de un solo integrante de la sociedad. Resaltó que el procedimiento de rendición de cuentas previsto en el ordenamiento procesal (Cpr. 652  y ss.) no es aplicable a las sociedades regularmente constituidas. 

Cuestionó que el actor omitiera seguir los procedimientos regulados en la ley 19.550  y en el estatuto, en cuanto a los estados contables y, por esto, adujo que careció de facultades para solicitar la rendición de cuentas. Agregó que aún no fueron agotadas las instancias previstas por el ordenamiento societario a los fines de la rendición de los estados contables. Solicitó que la cuestión sea declarada como de puro derecho. 

De seguido, contestó demanda y solicitó su rechazo. Formuló una negativa pormenorizada y categórica de los extremos alegados por su contrario en el libelo inicial. Reconoció la actividad desempeñada por el actor, la implementación de máquinas de su propia invención y que a partir del año 2005 constituyó una sociedad denominada "Tecnoplas S.R.L." que se integró con un 10% participación suya y un 90% del capital social de titularidad del actor, reconoció también que su desempeño como gerente de la sociedad y la autenticidad de las cartas documento y el contrato social acompañado con la demanda. 

Mencionó que si bien constituyeron una sociedad de responsabilidad limitada, al estar compuesta por padre e hijo la relación siempre fue muy cercana, hasta que por cuestiones familiares -divorcio de sus padres- el vínculo se vio resentido.Sin perjuicio de ello, destacó que la conducción del negocio siempre se efectuó de manera transparente y que el actor tuvo pleno acceso a la administración y al dinero de la sociedad. 

Resaltó que se sorprendió con la primera intimación a rendir cuentas, pero que convocó al reclamante a una reunión de socios, de conformidad con lo previsto por la cláusula sexta del contrato. 

Transcribió el intercambio epistolar celebrado entre las partes y manifestó que dejó a disposición del socio la documentación contable en la sede del contador de la empresa, Martín Mc Dougall, por el plazo de diez días a partir de la fecha del acta. Si bien, no pudieron concretar el encuentro, ello no puede imputársele a su parte. Acompañó un informe del contador en el que explicaba esta cuestión que acordaron una reunión pero no pudieron concretarla. 

Mencionó que el actor pudo nuevamente convocar a una reunión de socios o enviar una comunicación, mas no lo hizo. 

A su vez, resaltó que el demandante posee un amplio acceso a la documentación y retira semanalmente dinero a cuenta de dividendos. 

Citó jurisprudencia. Ofreció prueba y fundó en derecho. 

3. Corrido el traslado de la excepción interpuesta por el demandado, contestó el actor en fs. 400 bis y 400 ter. La magistrada de grado decidió diferir su consideración para el momento de dictar sentencia (v. fs. 401). 

II.- La sentencia de primera instancia 

Mediante el pronunciamiento de fs. 212/216, la a quo rechazó la demanda promovida por E.G.D. contra N.D., al admitir la excepción de falta de legitimación activa opuesta por el demandado. Impuso las costas al actor vencido (Cpr. 68 ). 

En primer término, aclaró que resulta de difícil compatibilización la demanda de rendición de cuentas en una sociedad de responsabilidad limitada, pues la regulación societaria brinda mecanismos precisos para que los cuotistas tomen conocimiento de la marcha de los negocios:balances y demás documentación regular que puede ser consultada con el alcance del artículo 55  LS. Luego, describió el funcionamiento de este tipo social. 

Decidió dirimente que ante el requerimiento del accionante, se convocó a una asamblea en la que acordaron el modo en que el interesado podía compulsar la documentación de la sociedad. Y destacó que en la causa no existen elementos que demuestren que el demandado no cumplió con ese compromiso. 

Destacó que el demandante podía requerir explicaciones acerca de aspectos concretos de la administración, pero de ningún modo estaba habilitado a pedir una rendición de cuentas total por un período determinado. Máxime cuando se trata de un planteo del socio mayoritario -posee el 90% del capital social- y, por tanto, puede convocar a asamblea en cualquier momento y prevalecer en la mayor parte de las decisiones. 

III.- El recurso 

De esa sentencia apeló el actor en fs. 218 y su recurso fue concedido libremente en fs. 219. Expresó agravios en fs. 226/228 y fue respondido por la contraria en fs. 230/231. 

Sus fundamentos pueden resumirse sintéticamente del siguiente modo: (i) criticó el análisis de los registros documentales de la sociedad, pues no llevaba libros ni tenía documentación que respalde su actividad; (ii) no correspondió que el anterior sentenciante le exigiera que agotara la vía societaria, pues al no haber documentación regular de la sociedad pudo requerir la rendición de cuentas. 

IV.- La solución 

(i) La recurrente criticó, en primer término, la valoración de la prueba realizada por el anterior sentenciante. Expuso, en ese sentido, que al no llevar la sociedad una contabilidad regular, correspondió hacer lugar a su pedido de rendición de cuentas. 

Señaló que su pedido constituiría una excepción al régimen de las sociedades regulares, por cuanto si bien el reclamante tenía los medios para compulsar los libros de las sociedades estos no reflejaban la actividad desplegada por la sociedad.Esto, de conformidad con lo informado por el perito contador en punto a la fecha de rúbrica, que sería posterior a algunos asientos contables.

(ii) El demandado resistió la postura del accionante manifestando que carecía de legitimación para iniciar este reclamo, ya que no agotó la vía interna societaria. Señaló que el actor tiene pleno acceso a la contabilidad, documentación comercial y libros contables de la sociedad. A su vez, destacó que, eventualmente, pudo iniciar las acciones de responsabilidad a fin de cuestionar su desempeño del administrador, mas no lo hizo. 

(iii) Teniendo en consideración los cuestionamientos y defensas formulados por las partes contra la sentencia de la anterior instancia, resulta menester analizar las pruebas rendidas en autos. 

(a) No existen dudas que el Sr. EGD era titular de cuotas que representaban el 90% del capital social y que el 10% restante pertenecía al Sr. ND. Este último, a su vez, fue designado como socio gerente de la sociedad en el contrato constitutivo (v. fs. 366). 

(b) Del intercambio epistolar celebrado entre las partes se colige que el reclamante afirmó que desconocía la marcha de los negocios de la sociedad que integraba, y desconfiaba que el actor la administrara de manera diligente. Su principal cuestionamiento se vinculaba con el manejo del dinero: la ausencia de distribución de utilidades y retiros de dinero irregulares por parte del actor. 

En tal inteligencia, el reclamante intimó al socio gerente a que pusiera a su disposición los libros y demás documentación de la sociedad (v. fs. 371). Ante dicha solicitud, el Sr. ND convocó a una Asamblea (v. fs. 372) que se celebró el 31.3.2009 en la que, dentro de los puntos del orden del día, se asentó que los libros iban a estar a su disposición para poder consultarlos y se dejó constancia de ello en el acta de asamblea (v. fs.373). 

Sin embargo, el 30.4.2009 la contadora María Silvana Ferri informó que no pudo compulsar los libros, a pesar de las numerosas oportunidades en que fueron requeridos (fs. 374). El contador Martín Mac Dougall -quien tenía en su poder los libros- afirmó el 15.4.2010 que si bien se suspendió una primera entrevista concertada para revisar la documentación, nadie lo contactó para acordar una nueva cita (v. fs. 390). 

(c) Sentado ello, cabe mencionar que tal como expuse en los autos "Rosales María Celina c/ Cangemi Patricia del Valle s/ ordinario"  (CNCom. Sala C, 11/3/2008) conforme lo estipulado en el Código de Comercio, la posibilidad de exigir una rendición de cuentas a los administradores en las sociedades regulares es de excepcional admisión. Ha de traerse aquí, el desarrollo teórico efectuado en tal oportunidad. 

La jurisprudencia nacional estableció en reiteradas oportunidades que las sociedades comerciales no rinden cuenta a sus socios, sino que formulan estados contables anuales conforme a la normativa societaria, pues el balance (o estados contables) hace las veces de una periódica rendición de cuentas. Asimismo, deben arbitrarse los medios tendientes a poner en funcionamiento los remedios y procedimientos previstos en la LSC, de acuerdo con el ordenamiento constitucional de cada tipo societario (esta Sala, in-re: "Podestá, Luis Antonio y otros c/ Ferrario, Andrés Bautista y otros s/ ordinario" del 23.11.99 y antec. allí cit. id. "Perez, José María c/ López, Juan Carlos y otros s/ ordinario", del 30.11.94 y antec. allí cit.). 

En algunos casos, rodeados de circunstancias excepcionales, se accedió a la petición de rendición de cuentas, aunque permaneciendo incólume el principio general de que no es dable exigir a los socios administradores otras cuentas que no sean la elaboración de los estados contables (Cfme. Alberto Víctor Verón, "Sociedades Comerciales", T. 1, pág.468, y jurisprudencia allí cit.). 

Si bien no existen dudas sobre la inaplicabilidad de ese principio a las sociedades irregulares y de hecho y a las sociedades accidentales o en participación, para las cuales es procedente asumir el procedimiento de rendición de cuentas previsto por los arts. 68  a 74  del Cód. Comercio, más complejo es el tema cuando se trata de sociedades regularmente constituidas que exhiben déficit en su contabilidad y omisión de los administradores sociales en la confección y presentación de los estados contables, por lo que debe analizarse cuidadosamente el caso para ver si concurren razones verdaderamente excepcionales para apartar el criterio general enunciado al principio de este acápite. 

Es que si la contabilidad regular constituye el fundamento de la inaplicabilidad de lo dispuesto por los arts. 68 a 74 del Cód. Comercio para los socios de cualquier sociedad mercantil, pues sólo aquélla permitirá la confección y presentación por los administradores sociales de los estados contables en legal forma, la carencia de contabilidad legal, aún tratándose de una sociedad regularmente constituida (art. 7 , ley 19.550) vuelve a tornar procedente el instituto previsto por aquellas normas del Código de Comercio. Y en ese sentido se ha dicho que es procedente la acción individual del socio para reclamar la correspondiente rendición de cuentas documentadas del socio administrador cuando la sociedad no lleve en legal forma sus libros de comercio así como cuando la regularidad de las registraciones contables hacen descalificables sus balances (Cfme. Ricardo Agustín Nissen, "La rendición de cuentas en las sociedades comerciales", ED. t. 201, pág. 859, y jurisprudencia allí citada). 

(d) Ahora bien, del análisis de las constancias agregadas a estas actuaciones, considero que aquí no se verifican las circunstancias excepcionales que autorizan a admitir lo pretendido por el reclamante. 

Ello por tanto, para que proceda la rendición de cuentas en una sociedad como la que conforman las partes debe demostrarse la ausencia de dos circunstancias:estados contables aprobados que estén basados en las anotaciones efectuadas en los libros debidamente llevados. 

Sin embargo, en el sub exámine, el perito contador informó que los libros están llevados en legal forma (v. fs. 429/431). Si bien refirió a una demora en la fecha de rúbrica de los mismos, no se advierte que esa omisión sea de tal entidad para desautorizar los asientos contables (fs. 429/431).

Por lo demás, se tiene dicho en este sentido que dentro del régimen de sociedades regulares, el balance suple, en principio, la rendición de cuentas que incumbe a todo administrador (art. 71 cód. de com.). Y en el caso, según informó el experto contador, se realizaron los balances correspondientes a cada cierre de ejercicio. En este sentido, no se advierte que el actor se viera imposibilitado para conocer y controvertir los pormenores de la gestión y su resultado, así como para establecer, en su caso, la responsabilidad del administrador (CNCom. Sala A, diciembre 30-976, "Amenta Roberto c/Pascuariello, Italino", ED t.74, p. 707). 

Sobre este aspecto, cabe mencionar, que está probado que el socio gerente puso a disposición del accionante toda la documentación contable a fin de que pudiera conocer el estado en el que se encontraba la sociedad. Y si no se concretó esa revisión de los documentos se debió a una negligencia por parte del demandante o los profesionales por él contratados pues, tal como juzgó la anterior sentenciante, no se advierte que hubieren dispuesto las medidas necesarias para hacerlo. Pero de ningún modo se verifica la concurrencia de los extremos necesarios para autorizar la medida pretendida que, como se dijo supra, es de carácter excepcional. 

Por lo demás, resta señalar una cuestión que adquiere gran relevancia para rechazar el planteo del apelante: el modo en que está distribuido el capital social.El accionante es titular del 90% de las cuotas sociales, es decir, detenta suficiente mayoría para la formación de la voluntad de la sociedad en casi la totalidad de las decisiones. 

En tal inteligencia, la ley 19.550 otorga al accionante herramientas para cuestionar la ausencia de registros contables, la gestión del administrador, la decisión de no distribuir utilidades y otras cuestiones relativas a la administración de la sociedad, por lo que no se advierte ninguna razón para adoptar la medida excepcional pretendida en la demanda. 

Maxime cuando la conducta reprochada al socio gerente no constituye más que una mera suposición del reclamante pues ni siquiera probó, aunque sea de modo indiciario, la existencia de alguna irregularidad en la administración. 

(e) Recuérdese que el sentenciante puede inclinarse por aquellas pruebas que merezcan mayor certidumbre en concordancia con las demás obrantes en la causa, siendo ello, en definitiva, una facultad privativa del magistrado (Sala C, in re: "Belloni Omar Marcelo c. Mazza Turismo-Mazza Hnos. S.A.C." del 27.05.02; in re: "Abaceta Héctor Luis c. Tonel Antonio A.", del 18.06.96) y que los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas sus argumentaciones, sino tan sólo pronunciarse acerca de aquéllas que se estimen conducentes para fundar sus conclusiones y resulten decisivas para la solución de la controversia (CSJN, fallos 307:2216 y precedentes allí citados). 

V.- Conclusión 

Por lo expuesto, si mi criterio fuera compartido por mis distinguidos colegas, propongo al Acuerdo la confirmación de la sentencia apelada. Las costas de alzada se imponen al recurrente vencido por virtud del principio objetivo de la derrota (Cpr. 68 ) 

Así voto. 

Por análogas razones los señores jueces de Cámara doctores Alejandra N. Tevez y Rafael F. Barreiro adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó este Acuerdo que firmaron los señores jueces de Cámara doctores: 

Juan Manuel Ojea Quintana 

Rafael F. Barreiro 

Alejandra N. Tevez 

María Florencia Estevarena - Secretaria 

Buenos Aires 18 de abril de 2013. 

Y VISTOS: 

Por los fundamentos expresados en el Acuerdo que antecede, se resuelve: confirmar la sentencia apelada. Las costas de alzada se imponen al recurrente vencido por virtud del principio objetivo de la derrota (Cpr. 68). 

Notifíquese. 

Juan Manuel Ojea Quintana, Rafael F. Barreiro, Alejandra N. Tevez. Ante mí: María Florencia Estevarena. Es copia del original que corre a fs. 506/511 de los autos de la materia. 

María Florencia Estevarena - Secretaria

